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udiencia Provincial Civil de Madrid
Sección Vigésima
c/ Santiago de Compostela, 100  , Planta 7 - 28035
Tfno.: 914933881
37007750
N.I.G.: 28.079.00.2-2017/0033221
Recurso de Apelación 257/2018 

O. Judicial Origen: Juzgado Mixto nº 07 de Collado Villalba
Autos de Pieza de Medidas Cautelares 669/2017-0001

A U T O

TRIBUNAL QUE LO DICTA: 

ILMOS.  SRES.  MAGISTRADOS:

D. RAMÓN FERNANDO RODRÍGUEZ JACKSON

D. RAFAEL DE LOS REYES SAINZ DE LA MAZA 

Dña. MARÍA DEL CARMEN RODILLA RODILLA

En Madrid, a trece de junio de dos mil dieciocho.

La Sección Vigésima de la Audiencia Provincial de Madrid, compuesta 

por los Sres. Magistrados expresados al margen, ha visto en grado de apelación 

los autos sobre Pieza de Medidas Cautelares 669/2017-0001 procedentes del 

Juzgado Mixto nº 07 de Collado Villalba, seguidos entre partes, de una como 

apelante-demandada LIBROS DEL KO S.L.L. y XXXXXXXXX, 

representados respectivamente por el Procurador D. CARLOS SAEZ 

SILVESTRE y por el Procurador D. EDUARDO MARTINEZ PEREZ, y de 

otra, como apelada-demandante, XXXXXXXXXXX, representado por la 

Procuradora Dña. MARIA DEL CARMEN GIMENEZ CARDONA; habiendo 

sido parte el MINISTERIO FISCAL.
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Siendo Magistrada Ponente Dña. MARÍA DEL CARMEN 

RODILLA  RODILLA.

HECHOS

PRIMERO.- Por el Juzgado de Primera Instancia nº 7 de Collado 

Villalba, en fecha 12 de febrero de 2018, se dictó auto cuya parte dispositiva es 

del tenor literal siguiente: “Que estimo parcialmente la solicitud de medidas 

cautelares realizadas por la representación de XXXXXXXX y, en su virtud, 

acuerdo el secuestro de la publicación del libro “Fariña”, escrito por 

XXXXXXX y publicado por la editorial Libros del K.O., así como la 

prohibición de impresión y comercialización de nuevos ejemplares, 

desestimando las demás medidas interesadas. Se fija como caución la cantidad 

de 10.000 euros que deberá ser abonada por el actor en efectivo metálico o 

mediante aval solidario de duración indefinida y pagadero a primer 

requerimiento emitido por entidad de crédito o sociedad de garantía recíproca: 

un vez cumplimentada la caución tendrán cumplimiento la medida cautelar 

acordada. Y ello sin especial pronunciamiento en cuanto a las costas causadas 

en la presente pieza.”.

SEGUNDO.- Contra la anterior resolución se interpuso recurso de 

apelación por la parte demandada, exponiendo las alegaciones en que basa su 

impugnación. Admitido el recurso en ambos efectos, se dio traslado del mismo 

a la apelada, que presentó escrito oponiéndose al recurso formulado de 

contrario. Elevados los autos ante esta Sección, fueron turnados de ponencia, y 
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quedando pendientes de resolución, se señaló fecha para la deliberación y 

votación, que se ha llevado a cabo por los Magistrados de esta Sección.

TERCERO.- En la tramitación del presente procedimiento han sido 

observadas las prescripciones legales. 

RAZONAMIENTOS JURIDICOS

 PRIMERO.- Frente al auto de instancia que estima parcialmente, 

-en el sentido que se recoge en el primero de los Hechos de esta resolución- las 

medidas cautelares solicitadas de forma coetánea a la formulación por 

XXXXXXXXXX de la demanda en protección de su derecho al honor, que 

entiende vulnerado por las menciones contenidas respecto del mismo en el libro 

“Fariña” escrito por el demandado XXXXXXXXXXXX  y publicado por la 

editorial  -también demandada- “Libros del K.O. S.L.”, se alzan ambos 

codemandados en apelación, -con la  adhesión parcial del Ministerio Fiscal-, 

por los motivos que  a continuación se abordarán, que fueron rebatidos por la 

contraparte en el escrito de oposición presentado.   

 SEGUNDO.- Ante la semejanza que guardan los recursos 

interpuestos, por fundarse en idénticas causas de impugnación, procede su 

análisis conjunto, sin perjuicio del examen individualizado -si procediere- 

respecto de las razones en que se apoya la adhesión a la apelación deducida por 

el Ministerio Público
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  Basan los recurrentes su  argumentación en la  infracción de las 

normas procesales, que hacen derivar de la ausencia  de los requisitos 

establecidos en el art 728 de la Ley de Enjuiciamiento Civil (LEC) para la 

procedencia  de las  medidas  cautelares adoptadas, al entender, respecto de la 

apariencia de buen derecho,  que la publicación no vulnera el derecho al honor 

del solicitante, toda vez que los hechos narrados acontecieron con veinte años 

de antelación  y constituyeron sucesos de relevancia social  objeto de amplia 

divulgación a través de los distintos medios de comunicación  y considerar que 

el secuestro del libro y la prohibición de impresión y comercialización  

acordadas, suponen una grave restricción de las libertades fundamentales de 

expresión e información, sin justificar el demandante  el perjuicio causado . 

 Se define el fumus boni iuris como la obligación del peticionario 

de  acreditar prima facie que la pretensión que se  ejercita en el procedimiento 

declarativo va a ser acogida por el órgano judicial, aunque resulta comúnmente 

admitido que el grado de demostración para  la adopción de la medida  en sede 

cautelar no ha de alcanzar la intensidad y plenitud  exigible en el plenario, 

siendo suficiente que la apariencia jurídica que implica el derecho afirmado por 

el solicitante aparezca como  verosímil. 

 La acción deducida en la demanda,  que tiene  por objeto  la 

protección del honor del solicitante,  como derecho fundamental acogido en el 

art 18.1 CE, definido por la doctrina constitucional como  << la apreciación que 

los demás pueden tener de una persona, independientemente de sus deseos 

–STC 14/2003, de 28 de enero->>, y su tutela jurisdiccional,  encaminada a 

impedir  la difusión de expresiones o mensajes insultantes, insidias infamantes 

o vejaciones que provoquen objetivamente el descrédito de aquélla –STC 

216/2006, de 3 de julio-,  y cuya vulneración radica, según el accionante, en los  

pormenores a él referidos  reflejados  en el libro del Sr Carretero, entran  en el 

supuesto sometido a nuestra consideración, en  franca colisión con el también 
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constitucionalmente consagrado derecho fundamental a la libertad de 

información, que aparece en el art 20 1 d) CE como  derecho a comunicar y 

recibir libremente información veraz por cualquier medio de difusión. Tal 

conflicto ha de  ser resuelto mediante técnicas de ponderación constitucional, 

evaluando las circunstancias del caso  (así SSTS de 19 de febrero, 4 de junio y 

6 de julio de 2009 y 26 de septiembre de 2011), que requiere  el examen de la 

intensidad y transcendencia con que cada uno de los derechos en pugna se ven 

afectados para dar preferencia a uno u otro, debiendo tenerse en cuenta que, 

como prevé la STC 29/2009 de 26 de enero, la protección constitucional de la 

libertad de información y expresión alcanza un máximo nivel de protección 

cuando la libertad es ejercitada por profesionales de la información a través del 

vehículo institucionalizado de formación de la opinión pública que es la prensa, 

entendida en su más amplia acepción, -extensiva a los ensayos periodísticos-. 

 Al respecto, se hace  preciso valorar si los hechos comunicados 

son de interés general o relevancia pública en cuanto pueden contribuir al 

debate en una sociedad democrática, sin olvidar que el requisito constitucional  

de veracidad en la información no implica  la exigencia de una  total exactitud 

en el contenido de la información, sino que se constriñe a negar toda protección 

constitucional a los simples rumores carentes de toda constatación o a meras 

invenciones sin acreditación mínima de su realidad, pues  como señala la STS 

69/2016 de 16 de febrero   <<[…] no va dirigida tanto a la exigencia de una 

rigurosa y total exactitud en la información cuanto a negar la garantía o 

protección constitucional a quienes, defraudando el derecho de todos a recibir 

información veraz, actúan  con menosprecio de la veracidad o falsedad de lo 

comunicado, comportándose de manera negligente e irresponsable al transmitir 

como hechos verdaderos simples rumores carentes de toda constatación o 

meras invenciones o insinuaciones sin comprobar su realidad mediante las 

oportunas averiguaciones propias de un profesional diligente, lo que ha de 
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entenderse sin perjuicio de que su total exactitud pueda ser controvertida o se 

incurra en errores circunstanciales que no afectan a la esencia de lo informado 

[…]>>

 TERCERO.- Expuestas las anteriores premisas, hemos de 

discernir si las reseñas relativas al actor en el libro del codemandado, cuyo 

objeto es  realizar un estudio retrospectivo  “de la historia del narcotráfico 

gallego, desde sus orígenes hasta la actualidad, mencionando nombres, fechas y 

datos concretos relacionados con dicha actividad ilícita”, en expresión  de la 

demanda, integran -indiciariamente- un  conjunto de datos  “absolutamente 

falsos” como se califica por el solicitante,   vertidos  con el único  propósito de 

denigrar al Sr Bea,  o se encuentran amparados por el ámbito propio de la 

libertad de información.

  En principio resulta significativo que   la obra  sólo dedica dos 

breves menciones al demandante que -sin embargo- han determinado la  

prohibición de  su difusión.

 Va referida la primera de ellas,  a un pie de página signado con el 

número 33 en la página 234 de la publicación, en la que se relata una operación 

de desembarco en tierra  de un alijo de cocaína  procedente de Colombia en 

difíciles condiciones por el estado de la mar, perdiéndose la mayor parte de la 

carga, con entrega por los transportistas  de 300 kilos que se habían recuperado 

a << tres fulanos que no eran gallegos>>, e introduciendo la carga en un coche, 

apuntando literalmente el pie de página que “el coche, tal y como descubriría la 

investigación años después estaba a nombre de Alfredo Bea Gondor, alcalde 

de O Grove, afiliado al PP( otro más) y procesado en 2001 por un alijo de dos 

toneladas de cocaína”.

 En este sentido, el interés público de la referencia al demandante 

deriva del dato fáctico incontrovertido de su actividad política desempeñada  en 
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la época a la que se circunscriben los hechos,  habiendo sido  durante varias 

etapas  alcalde de la localidad de O Grove, como queda constatado en las 

diferentes reseñas periodísticas de la época obrantes en autos,  correspondientes 

a distintos diarios de difusión nacional y en los que, con independencia de su 

presentación a las elecciones municipales  bajo las siglas de una agrupación 

ciudadana local, se resalta en todos ellos su afiliación en bloque a Alianza 

Popular, anterior denominación del actual Partido Popular. 

 De igual modo, la detención del ahora demandante  en junio de 

1991 por  su supuesta vinculación con uno de los  más importantes cárteles   

colombianos de la droga y su consecuente ingreso en prisión con carácter 

provisional, fue ampliamente propagado por la prensa nacional, evidenciado a 

través de  los extractos periodísticos aportados a los folios 221 -publicado en 

ABC- y 222  -perteneciente al diario El País-, haciéndose eco el primero de 

ellos de la versión oficial de los hechos ofrecida por el gobernador civil que 

señaló que “la única prueba contundente que vincula de forma directa a Bea 

Gondar con el narcotráfico, ha sido el contrato de alquiler del vehículo en el 

que se halló la droga” añadiendo que “ alquiló personalmente un Fiat Uno 

matrícula PO-8843-AJ en una empresa del municipio de Poyo”. Estos datos 

fácticos aparecen también en los Hechos declarados probados por la Sentencia  

47/93 dictada el 23 de noviembre de 1993 por la Sección 2ª de la  Sala de lo 

Penal de la  Audiencia Nacional,  por la que se condenó a Alejandro Sierra 

Jerez como autor responsable de un delito contra la salud pública y se absolvió 

al Sr Bea Gondar de los delitos contra la salud pública y contrabando de los que 

fue acusado por el Ministerio Público, consignándose en dicho relato fáctico, 

en lo que es de interés a los efectos de esta apelación, que << (…)en la mañana 

del 13 de junio de 1991, Alfredo Bea Gondar recogió a Alejandro Sierra Jerez  

y a su acompañante y ante la petición que éstos le hacen acude a la agencia 

L… ,sita en…, de la que es propietario J.T.A., conocido de José Alfredo y al 
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que, por este motivo se le facilitan los trámites, alquilando el vehículo Fiat-1 

PO-8843-AJ, acompañándoles José Alfredo hasta Vigo, donde se despiden (…) 

>>

 Con estos antecedentes, hemos de considerar, en juicio provisorio, 

que la  citada  reseña  resulta relevante  a los fines pretendidos por la obra  y  

ofrece una narración fidedigna y objetiva,   resultado de una diligente 

comprobación de lo realmente acaecido, no sólo conforme a lo reflejado con 

amplitud en los medios de comunicación escrita antes identificados, sino que 

aparece también refrendada por el relato fáctico de  la resolución judicial que 

en definitiva, exonera de responsabilidad al demandante, pero  que en modo 

alguno anula la ocurrencia de los hechos en la forma narrada. Sin que sea 

exigible al informante, como  se ha  expuesto en los párrafos precedentes, la 

rigurosa exactitud de la información en todos sus aspectos, pues el vehículo 

ciertamente se encontraba a nombre del demandante, al ser la persona que lo 

alquiló.  

 De igual carácter en cuanto al interés público y veracidad  de la 

información, participa la otra alusión a XXXXXXXXX contenida en el 

segundo párrafo de la  página  242 de la obra, en la que el autor relata un 

episodio más de narcotráfico, que encuadra en junio de 1991,  por el que un 

miembro de las fuerzas de seguridad del Estado se ofreció al cártel de Cali para 

introducir 2000 Kg de cocaína, haciéndolo a través del Sr Bea Gondar,  al que  

identifica por su dimensión política y pública como alcalde de O Grove por AP  

en 1983 y 1991, de quien alega  que aceptó la propuesta y se puso en contacto 

con otro conocido,  para concluir con la aseveración de que  en el año  2001, 

“Garzón los procesó a todos”

 El anterior acontecimiento resulta revalidado por la declaración de 

Hechos Probados contenida en la sentencia de la Sección 3ª de la Audiencia 

Nacional dictada con fecha 28 de enero de 2004, en virtud de  sumario 6/2001 
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instruido en  el Juzgado Central  de Instrucción número 5 , a cuyo tenor << (…) 

el demandante proyectó  introducir en España una  importante cantidad de 

cocaína procedente de Sudamérica, encargándose al efecto de buscar a los 

oportunos proveedores de sustancia estupefaciente (…) Y en ejecución de este 

plan José Alfredo Bea, a través de un tercero logró contactar con otro 

procesado M.G.C. (…)  patrón del barco (…), el cual enterado del proyectado 

transporte de la sustancia estupefaciente, aceptó participar en el mismo 

(…)>>; resolución que condenó al Sr XXXXXX, como autor responsable de 

un delito contra la salud pública, con la atenuante de arrepentimiento, - que 

sugiere ab initio un reconocimiento de los hechos- del que fue posteriormente 

absuelto en sentencia dictada por  la Sala Segunda del Tribunal Supremo el 27 

de abril de 2006, aun sin  alterar la declaración de hechos  de la sentencia 

casada. 

 CUARTO.- Consecuencia de los razonamientos precedentes  cabe 

inferir, en juicio provisorio y sin prejuzgar la decisión que haya de recaer en el 

proceso ordinario, que no han sido traspasados los límites del derecho a la 

información, ejercido en cuanto a las menciones examinadas con ponderada 

objetividad, sin apreciar un  matiz especialmente denigrante o infamante,  y 

confirmadas  mediante   una desvelada  labor   de indagación  en  resoluciones 

judiciales y en el contenido de la prensa escrita, que resultan por ello  fiables y 

veraces.

 En contraposición, hemos de sostener que  no ha quedado 

justificada  prima facie  la falsedad en el  relato que el solicitante de medidas 

cautelares  atribuye a los  apartados de la obra  a que la presente apelación se 

contrae,  no concurriendo por ello,  el principio de prueba bastante para formar  
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-siempre de manera provisoria- la convicción judicial sobre la existencia de la 

vulneración al honor,  que integra  el fumus bonis iuris, descrito en  el art 728.2 

LEC como “[…] juicio provisional e indiciario favorable al fundamento de su 

pretensión [...], al haber sido rebatido con eficacia por la contraparte, 

adquiriendo primacía en este contexto el derecho a la libre información de 

hechos históricos veraces y objetivos, sobre el derecho al honor del solicitante, 

por cuanto que ninguna nota añade la obra al descrédito o la fama del Sr 

XXXXXXX, ni utiliza expresiones específicamente injuriosas o degradantes,  

que disten de las noticias divulgadas con profusión al tiempo de  la ocurrencia 

de los hechos.     A mayor abundamiento,  debe destacarse la tangencial alusión 

al ahora apelado que contiene la obra,  lo que determina la falta de 

proporcionalidad entre el supuesto daño infringido y la  excepcional  y 

trascedente medida limitativa de la libertad  de información y de  producción y 

creación literaria consagradas en el art 20 CE. 

    No apreciada, en suma la apariencia de buen derecho que resulta 

exigible para la admisión de la medida cautelar adoptada, deviene innecesario 

el examen  tanto del peligro de mora procesal que ha de converger junto a 

aquélla para su procedencia, como de la cuantía de la caución,  que motivaron 

la interposición de los recursos y la adhesión al mismo por el Ministerio Fiscal, 

aun cuando hemos de resaltar  de forma sucinta, que el  intervalo transcurrido 

entre la primera edición de la obra  -en septiembre de 2015-  y la  incoación de 

la pieza de medidas cautelares por el Juzgado de Primera instancia núm. 35 de 

Madrid, el 29 de marzo de 2017, supone un prolongado período de tiempo  que 

apunta a una inicial situación fáctica consentida   -a los efectos del párrafo 

segundo del art. 728.1 LEC-al no hallar justificación tal dilación por parte del 

peticionario en el previo acto de conciliación instado, por cuanto que al tiempo 

de su celebración  el 11 de enero de 2017, -pues no se prueba la fecha de su 

interposición-  había    transcurrido más de un año desde la edición y salida  del 
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libro al mercado, sin objeción por el demandante a esta difusión. A su vez, esta 

Sala considera  insuficiente el importe de la caución impuesta, toda vez que su 

finalidad es, conforme a lo establecido en el art 728.3 LEC, “la de  responder 

de manera rápida y efectiva de los daños y perjuicios que la  medida cautelar 

pudiera causar en el patrimonio del demandado”, habiéndose constatado en las 

actuaciones  que las pérdidas derivadas del secuestro y  la prohibición  de 

difusión exceden con mucho de la garantía acordada. 

 

 QUINTO.-Denegadas las medidas cautelares postuladas ante la 

estimación del recurso formulado, procede la imposición al solicitante  de las 

costas de la primera instancia, en aplicación de lo prevenido en el art  394 LEC 

al que remite el 736 .1 LEC, sin que haya lugar a realizar especial declaración 

sobre las causadas en esta alzada  por disposición del art 398 .2  de la Ley 

Procesal Civil.

 

Vistos los artículos citados y demás de pertinente aplicación,

PARTE DISPOSITIVA

LA SALA ACUERDA: Estimando el recurso de apelación interpuesto 

por la representación procesal de  los demandados XXXXXXXXXX y la 

mercantil LIBROS DEL K.O, S.L. contra el auto de fecha doce de febrero de 

dos mil dieciocho, dictado en el procedimiento de medidas cautelares seguido 
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bajo el número 669/2017  ante el Juzgado de Primera Instancia número siete de 

Collado Villalba, Revocamos la  citada resolución que queda sin efecto, 

alzándose en consecuencia las medidas cautelares adoptadas, con expresa 

imposición a la parte solicitante  de las costas procesales causadas en la primera 

instancia, sin realizar especial declaración respecto de  las devengadas en esta 

alzada.  

Procede la devolución de los depósitos constituidos por la parte 

recurrente.

La presente resolución se notificará en legal forma a las partes, 

haciendo saber que contra la misma no cabe recurso alguno.

Así, por este auto, lo acuerdan, mandan y firman, los Ilmos. Sres. 

Magistrados arriba reseñados.

PUBLICACIÓN.- Firmada la anterior resolución es entregada en esta 

Secretaría para su notificación, dándosele publicidad en legal forma y 

expidiéndose certificación literal de la misma para su unión al rollo. Doy fe.


